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0. Disposiciones estatales

MINISTERIO DE ADMINISTRACIONES PUBLICAS

REAL DECRETO 712/2006, de 9 de junio, por
el que se amplían las funciones y servicios de la Admi-
nistración del Estado traspasados a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en materia de Conservación de
la Naturaleza (Parques Nacionales de Doñana y Sierra
Nevada).

La Constitución Española, en el artículo 149.1.23.ª, reser-
va al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación
básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de
las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer
normas adicionales de protección; así como la legislación bási-
ca sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, en
el artículo 13.7 establece que la Comunidad Autónoma tiene
competencia exclusiva en materia de montes, aprovechamien-
tos, servicios forestales y vías pecuarias, marismas y lagunas,
pastos, espacios naturales protegidos y tratamiento especial
de zonas de montaña, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
149.1.23.ª de la Constitución.

Además, mediante los Reales Decretos 1096/84, de 4
de abril, y 955/2005, de 29 de julio, fueron traspasados a
la Comunidad Autónoma de Andalucía funciones y servicios de
la Administración del Estado en materia de conservación de la
naturaleza.

Por su parte, la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 194/2004, de 10 de noviembre, atribuye a las Comu-
nidades Autónomas la administración y gestión ordinaria y
habitual de los parques nacionales ubicados dentro de su ámbi-
to territorial.

Asimismo, el Real Decreto 3825/1982, de 15 de diciem-
bre, regula la forma y condiciones a que han de ajustarse
los traspasos de funciones y servicios de la Administración
del Estado a la Comunidad Autónoma.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto citado,
que también regula el funcionamiento de la Comisión Mixta
de Transferencias prevista en la disposición transitoria segunda
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, esta Comisión
adoptó, en su reunión del día 25 de marzo de 2006, el opor-
tuno Acuerdo, cuya virtualidad práctica exige su aprobación
por el Gobierno mediante Real Decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la dis-
posición transitoria segunda del Estatuto de Autonomía para
Andalucía, a propuesta del Ministro de Administraciones Públi-
cas, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reu-
nión del día 9 de junio de 2006,

D I S P O N G O

Artículo 1. Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta
de Transferencias Administración del Estado-Comunidad Autó-
noma de Andalucía por el que se amplían las funciones y
servicios de la Administración del Estado traspasados a la
Comunidad Autónoma de Andalucía, en materia de conser-
vación de la naturaleza, en cumplimiento de las mencionadas
sentencias del Tribunal Constitucional adoptado por el Pleno
de dicha Comisión en su sesión del día 25 de marzo de 2006
y que se transcribe como Anexo al presente Real Decreto.

Artículo 2. En consecuencia, quedan traspasadas a la
Comunidad Autónoma de Andalucía las funciones y servicios,
así como los bienes, derechos y obligaciones, y medios per-
sonales que figuran en las relaciones adjuntas al propio Acuerdo
de la Comisión Mixta, en los términos y condiciones que allí
se especifican, así como los créditos presupuestarios determi-
nados según el procedimiento establecido en el propio Acuerdo.

Artículo 3. La ampliación a que se refiere este Real Decreto
tendrá efectividad a partir del día señalado en el Acuerdo de
la mencionada Comisión Mixta.

Artículo 4. Los créditos presupuestarios que se determi-
nen, de conformidad con la relación número 5 del Anexo,
serán dados de baja en los correspondientes conceptos pre-
supuestarios y transferidos por el Ministerio de Economía y
Hacienda a los conceptos habilitados en la Sección 32 de
los Presupuestos Generales del Estado, destinados a financiar
el coste de los servicios asumidos por las Comunidades Autó-
nomas, una vez se remitan al Departamento citado por parte
del Ministerio de Medio Ambiente el respectivo certificado de
retención de crédito, para dar cumplimiento a lo dispuesto
en la normativa vigente sobre Presupuestos Generales del
Estado.

Disposición final única. Entrada en vigor.
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente

al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 9 de junio de 2006

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,
JORDI SEVILLA SEGURA

A N E X O

Don Carlos José Ortega Camilo y doña María de la Soledad
Mateos Marcos, Secretarios de la Comisión Mixta de Trans-
ferencias prevista en la disposición transitoria segunda del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía,

C E R T I F I C A N

Que en el pleno de la Comisión Mixta de Transferencias,
celebrado el día 25 de marzo de 2006, se adoptó un Acuerdo
sobre ampliación de las funciones y servicios de la Admi-
nistración del Estado traspasados a la Comunidad Autónoma
de Andalucía en materia de conservación de la naturaleza,
en los términos que a continuación se expresan:

A) Referencia a normas constitucionales, estatutarias, lega-
les y de jurisprudencia constitucional en que se ampara
la ampliación.

La Constitución Española, en el artículo 149.1.23.ª, reser-
va al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación
básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de
las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer
normas adicionales de protección; así como la legislación bási-
ca sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.
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Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, en
el artículo 13.7 establece que la Comunidad Autónoma tiene
competencia exclusiva en materia de montes, aprovechamien-
tos, servicios forestales y vías pecuarias, marismas y lagunas,
pastos, espacios naturales protegidos y tratamiento especial
de zonas de montaña, sin perjuicio de lo dispuesto en el núme-
ro 23, apartado 1, del artículo 149 de la Constitución.

Mediante los Reales Decretos 1096/84, de 29 febrero,
y 955/2005, de 29 de julio, fueron traspasados a la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía funciones y servicios de la Admi-
nistración del Estado en materia de conservación de la
naturaleza.

Por su parte, la Sentencia del Tribunal Constitucional
194/2004, de 10 de noviembre, atribuye a las Comunidades
Autónomas la administración y gestión ordinaria y habitual
de los Parques Nacionales ubicados dentro de su ámbito
territorial.

Finalmente, la disposición transitoria segunda del Estatuto
de Autonomía para Andalucía y el Real Decreto 3825/1982,
de 15 de diciembre, regulan el funcionamiento de la Comisión
Mixta de Transferencias, así como la forma y condiciones a
que han de ajustarse los traspasos de funciones y servicios
de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma.

Sobre la base de estas previsiones normativas y de juris-
prudencia constitucional, procede realizar la ampliación de
las funciones y servicios de la Administración del Estado tras-
pasados a la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia
de conservación de la naturaleza.

B) Funciones de la Administración del Estado que asume
la Comunidad Autónoma de Andalucía e identificación
de los servicios y funciones que se amplían.

1. La Comunidad Autónoma de Andalucía asume la admi-
nistración y gestión ordinaria y habitual de los Parques Nacio-
nales ubicados dentro de su ámbito territorial.

2. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma de
Andalucía la aprobación y ejecución de los Planes Rectores
de Uso y Gestión de los Parques Nacionales existentes en su
territorio, así como la organización de los patronatos de los
Parques Nacionales, en el marco de la legislación básica del
Estado.

C) Funciones que se reservan a la Administración del Estado.

1. Corresponde al Estado el establecimiento del marco
básico general de la Red de Parques Nacionales, así como,
mediante Ley de las Cortes Generales, la declaración de los
Parques Nacionales y su consideración como de interés
general.

2. Corresponde a la Administración del Estado la coor-
dinación de la Red de Parques Nacionales, así como la pro-
yección exterior de la misma, en el marco de la legislación
básica.

3. Corresponde asimismo a la Administración del Estado
la elaboración y aprobación del Plan Director de la Red de
Parques Nacionales, como instrumento básico de ordenación
de ésta, así como las funciones que corresponden a la Red
de acuerdo con sus competencias y en el marco de la legis-
lación básica.

D) Bienes, derechos y obligaciones que se traspasan.

1. Se traspasan a la Comunidad Autónoma de Andalucía
los bienes, derechos y obligaciones que se detallan en la rela-
ción adjunta número 1.

2. La Comunidad Autónoma de Andalucía se subroga
en la posición que tiene la Administración del Estado en los
contratos en curso de ejecución, que figuran en la relación
número 2, de los que es titular el Ministerio de Medio Ambiente,
asumiendo la totalidad de los derechos y de las obligaciones
que no estuvieran reconocidas a 30 de junio de 2006.

3. Los contratos en curso de los que es titular el Ministerio
de Medio Ambiente, y que figura en la relación número 3,
continuarán siendo responsabilidad de dicho ministerio hasta
su ejecución, al igual que el pago de las deudas generadas
por aquellas y su liquidación final.

Una vez terminadas tales obras, se incorporarán al patri-
monio de la Comunidad Autónoma traspasado por este acuer-
do, sin más requisitos que la celebración del acto en que
se formalice la entrega y recepción de las obras mediante
la correspondiente entrega de la documentación y levanta-
miento del acta en que figuren los extremos de las obras que
se entregan, trámite que será suficiente para la inscripción
a favor de la Comunidad Autónoma de la propiedad de tales
obras en los registros pertinentes.

El contenido de este párrafo será de aplicación para las
demás obras y los servicios, suministros y trabajos técnicos,
relacionados con aquellas, que se contraten con anterioridad
a la fecha de efectividad de los traspasos.

4. En el supuesto de que fuera necesario introducir correc-
ciones o rectificaciones en las relaciones contempladas en los
apartados 1, 2 y 3 anteriores, se llevarán a cabo, previa cons-
tatación por ambas Administraciones, mediante certificación
expedida por la Secretaría de la Comisión Mixta de Trans-
ferencias.

E) Personal adscrito a los servicios que se traspasan.

1. En la relación adjunta número 4 se referencia nomi-
nalmente el personal y puestos de trabajo vacantes, adscritos
a los servicios traspasados, que pasarán a depender de la
Comunidad Autónoma de Andalucía, en los términos legal-
mente previstos, por el Estatuto de Autonomía, y las demás
normas que en cada caso resulten aplicables y en las con-
diciones que figuran en sus expedientes de personal.

2. Por el Organismo Autónomo Parques Nacionales o el
órgano competente en materia de personal del Ministerio de
Medio Ambiente, se notificará a los interesados el traspaso.
Asimismo, se remitirá a los órganos competentes de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, una copia certificada de todos
los expedientes del personal traspasado, así como certificados
de haberes referidos a las cantidades devengadas durante
2005.

3. En el supuesto de que fuera necesario introducir correc-
ciones o rectificaciones en las referidas relaciones de personal,
se llevarán a cabo, previa constatación por ambas Adminis-
traciones, mediante certificación expedida por la Secretaría
de la Comisión Mixta de Transferencias.

F) Valoración de las cargas financieras de los servicios
traspasados.

1. La valoración provisional en el año base 1999 que
corresponde al coste efectivo anual de los medios que se tras-
pasan a la Comunidad Autónoma de Andalucía se eleva a
11.049.442,70 euros. Dicha valoración será objeto de revisión
en los términos establecidos en el artículo 16.1 de la
Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan
las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.

2. La financiación en euros de 2006, que corresponde
al coste efectivo anual es la que se recoge en la relación
número 5.

3. Transitoriamente, hasta tanto se produzca la revisión
del Fondo de Suficiencia como consecuencia de la incorpo-
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ración al mismo del coste efectivo de este traspaso, este coste
se financiará mediante la consolidación en la Sección 32 de
los Presupuestos Generales del Estado, de los créditos relativos
a los distintos componentes de dicho coste, por los impor-
tes que se determinen, susceptibles de actualización por los
mecanismos generales previstos en cada Ley de Presupuestos.

G) Documentación y expedientes de los servicios que se
traspasan.

La entrega de la documentación y expedientes relativos
a los servicios que se traspasan, se efectuará en el plazo de
tres meses a partir de la fecha de efectividad de este Acuerdo,
mediante las correspondientes actas de entrega y recepción.

H) Fecha de efectividad del traspaso.

El traspaso de funciones y servicios objeto de este Acuerdo
tendrá efectividad a partir del día 1 de julio de 2006.

Y para que conste, expedimos la presente certificación,
en Almonte, a 25 de marzo de 2006.- Los Secretarios de
la Comisión Mixta, Carlos José Ortega Camilo y María de la
Soledad Mateos Marcos.

«Las relaciones número 1.1, 1,2, 1.3, 1.4, 1.5, 1.6,
1.7, 1.8; número 2.1, 2.2, 2.3, 2.4, 2.5, 2.6, 2.7, 2.8;
número 3.1, 3.2; número 4.1, 4.2, 4.3 y 4.4 del presente
Real Decreto, aparecen publicadas en el Boletín Oficial del
Estado de fecha 14 de junio de 2006, desde la página 22.687
a la 22.711, ambas inclusive.»
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1. Disposiciones generales

PRESIDENCIA

LEY 4/2006, de 23 de junio, de Asociaciones de
Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

«LEY DE ASOCIACIONES DE ANDALUCIA

EXPOSICION DE MOTIVOS

El derecho de asociación supone la libre voluntad de las
personas para agruparse con objeto de participar en una fina-
lidad común, así como compartir conocimientos y actividades.
A partir de estas consideraciones básicas del fenómeno aso-
ciativo, la ciudadanía logra vertebrarse en la sociedad y con-
tribuye decisivamente al fortalecimiento de las estructuras
democráticas de las instituciones políticas y al enriquecimiento
de la diversidad cultural en un movimiento colectivo más vivo
y dinámico. Este fenómeno natural de la sociedad civil no
puede ser ignorado por los poderes públicos y en este sentido
nuestra Constitución reconoce, en el artículo 22, el derecho
fundamental de asociación y los principios que afectan a todas
las asociaciones y establece que la inscripción de las aso-
ciaciones lo es a los solos efectos de publicidad.

La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora
del Derecho de Asociación, ha establecido el núcleo esencial
de su contenido distinguiendo, en la disposición final primera,
los preceptos que tienen rango de ley orgánica, al constituir
el desarrollo del derecho fundamental, de los preceptos que,
sin tener tal carácter, son de aplicación directa en todo el
Estado al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.1.ª de
la Constitución Española.

El artículo 13.25 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclu-
siva en materia de asociaciones de carácter docente, cultural,
artístico, benéfico-asistencial y similares, que desarrollen prin-
cipalmente sus funciones en Andalucía, por lo que le corres-
ponde desarrollar los aspectos de organización y funciona-
miento de las asociaciones.

La presente Ley pretende conjugar el ejercicio individual
del derecho de asociación, como derecho de la ciudadanía
en el ámbito de la vida social a asociarse y a crear asociaciones,
y la configuración normativa de mecanismos de fortalecimiento
de la estructura y capacidad de actuación de las asociaciones
como instrumento eficaz para la vertebración y participación
civil. Así, la Ley regula el derecho a dotarse de los estatutos
por los que se han de regir, pieza fundamental en el entramado
asociativo, que recogerán los aspectos sustanciales del régimen
de organización y el respeto al derecho de voto de las personas
asociadas, como principio fundamental de participación, esta-
bleciendo sólo el voto ponderado en el supuesto de personas
jurídicas en las asociaciones y la capacidad de funcionamiento
de las asociaciones para el cumplimiento de sus fines.

En el Capítulo II de esta Ley se regulan las normas de
organización y funcionamiento internos de las asociaciones,
que se encuentran regidas por el principio de subsidiariedad,
lo que posibilita una amplia libertad por parte de las aso-
ciaciones en los aspectos organizativos de las mismas; deno-

minación de los órganos; reglas de funcionamiento con pleno
respeto de la voluntad asociativa, salvo en la garantía de la
existencia de unas normas mínimas de funcionamiento, como
pudieran ser las relativas a la válida constitución de la Asam-
blea General y la adopción de acuerdos por mayoría simple,
con carácter general. Esto último sin perjuicio de establecer
una mayoría cualificada para los acuerdos relativos a la diso-
lución de la asociación, modificación de los estatutos, dis-
posición y enajenación de bienes y remuneración de los miem-
bros del órgano de representación. Asimismo, la presente Ley
está inspirada en el principio de igualdad de oportunidades
de mujeres y hombres, a fin de garantizar la representación
y participación paritarias de ambos sexos en el tejido asociativo.

Ya en el Capítulo III, la Ley distingue entre las modi-
ficaciones estatutarias las que afectan al contenido mínimo
legalmente exigible, que requieren inscripción en el Registro
de Asociaciones de Andalucía, de aquellas otras que no y
que producirán efectos para las personas asociadas desde su
aprobación.

La disolución de la asociación está contemplada como
un instrumento para proceder a la extinción de las asociaciones
en los supuestos previstos en la legislación aplicable y exige,
además, el cumplimiento de determinadas mayorías que ava-
len la participación de las personas asociadas en tal decisión.
Igualmente, se regulan las operaciones subsiguientes de liqui-
dación de las asociaciones.

El Capítulo IV de esta Ley regula la determinación en
los estatutos de un régimen disciplinario para el incumpli-
miento de los deberes de las personas asociadas, que garantiza
los derechos de la persona presuntamente responsable a cono-
cer los hechos que motivan la iniciación del procedimiento
y a formular alegaciones, lo cual constituye un instrumento
necesario para un mejor gobierno de las asociaciones.

El Capítulo V de esta Ley establece el Registro de Aso-
ciaciones de Andalucía, que tiene su fundamento en el prin-
cipio constitucional de publicidad, sin que la inscripción de
la asociación tenga un valor constitutivo, puesto que ésta nace
con la sola voluntad asociativa plasmada en el acta funda-
cional. La Ley apuesta decididamente por el uso de los sistemas
informáticos y telemáticos en el tratamiento de los procedi-
mientos registrales, así como por el acceso de los ciudadanos
a los datos del Registro a través del portal de la Administración
de la Junta de Andalucía. Ello no hace sino plasmar en este
texto legal la apuesta por la introducción de las nuevas tec-
nologías que conlleva la Segunda Modernización de Andalucía.

Las medidas de fomento se recogen en el Capítulo VI
de esta Ley, configuradas en dos elementos relevantes: la pro-
moción del asociacionismo cuya finalidad sea el interés gene-
ral, como pilar vertebrador de la sociedad y, por otra parte,
la declaración de interés público de Andalucía para las aso-
ciaciones que lo promuevan y cumplan los requisitos esta-
blecidos en la presente Ley. Las asociaciones declaradas de
interés público de Andalucía disfrutarán de los beneficios fis-
cales, económicos y administrativos que en cada caso esta-
blezcan las leyes.

El Capítulo VII de la presente Ley establece la posibilidad
de crear Consejos Sectoriales de Asociaciones, que se con-
figuran como órganos de participación y relación entre la Admi-
nistración Pública y las asociaciones en los distintos ámbitos
sectoriales. De esta forma, los Consejos Sectoriales de Aso-
ciaciones pueden constituir un eficaz instrumento en la res-
puesta a las demandas ciudadanas vertebradas en el movi-
miento asociativo, determinando a los poderes públicos a
incentivar y promover la participación ciudadana en los asuntos
colectivos. Poseen la naturaleza de órganos colegiados de
carácter consultivo, de información y asesoramiento, corres-


